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	Hora: 
	5:40 p.m.

	Imputado: 
	Eliécer Arroyave Díaz

	Cédula de ciudadanía No:
	10.078.339 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Violencia Intrafamiliar y Lesiones Personales

	Víctima:
	Blanca Nidia Villamizar y Jennifer Villamizar (la última es menor de edad)

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.) con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa y el procesado en contra del fallo de condena de fecha 18-05-09.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar en los siguientes términos:

1.1.- Lo fáctico del asunto fue expuesto por la a quo en los siguientes términos:
“El señor ELIÉCER ARROYAVE DÍAZ […], el primero (1º) de marzo de 2009 a las 14:48 horas resultó retenido en situación de flagrancia, acusado porque en el interior de su residencia empezó a agredir la humanidad física de JENNIFER VILLAMIZAR, su hijastra de 14 años, y cuando intervino su compañera permanente y madre de la menor igualmente la agredió con el mismo elemento (machete).
Todo indica que el origen de la agresión física fue el hecho que JENNIFER estaba escuchando música que no era del agrado del acusado por lo que este le apagó el equipo y empezó a golpearla con un machete, la tomó del cabello y le propinó puñetazos, además de decirle “periquera, marihuanera”, momento este en que llegó su señora madre, BLANCA NIDIA VILLAMIZAR para defenderla, pero también esta fue agredida con el arma”.
1.2.- El día 02-03-09 ante el Juzgado Primero Penal Municipal con funciones de control de garantías de Dosquebradas (Rda.), se llevaron a cabo las audiencias preliminares legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento, dentro de las cuales se atribuyó autoría material en los punibles de violencia intrafamiliar (art. 299.2 Código Penal) y lesiones personales dolosas (art. 11 y 112.1 ejusdem), instante en el cual el indicado ACEPTÓ los cargos.
1.3.- Dada esa admisión unilateral, los registros pasaron al conocimiento del Juzgado Segundo Penal Municipal con sede en esa misma municipalidad, autoridad que convocó para la correspondiente audiencia de individualización de pena y sentencia, al cabo de la cual: (i) declaró al acusado penalmente responsable en congruencia con los cargos imputados; (ii) le impuso pena privativa de la libertad equivalente a 87 meses de prisión, más la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un igual lapso; y (iii) le negó el subrogado de la suspensión por expresa prohibición legal.
1.4.- Tanto el procesado como su defensor no estuvieron de acuerdo con esa determinación y la impugnaron, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta colegiatura con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-
Comienza su exposición con una semblanza de su defendido, a quien destaca como una persona que labora en la construcción, sin antecedentes penales, con dos hijos propios y dos hijos de su compañera que están a su cargo, y quien con gran esfuerzo consiguió una vivienda y vela por todos en el hogar.

Se trata -dice- de un hombre primario, trabajador, que por factores de intolerancia en el interior de su familia se desestabilizó por los problemas surgidos con su hijastra de 14 años y su compañera, a quienes golpeó con un machete, con las secuelas ya conocidas.

Se allanó a los cargos pero no le fue concedido el descuento en cuanto al delito cometido contra la menor porque el artículo 199 del Código de la Infancia y la Adolescencia (en adelante CIA) lo prohíbe expresamente. No obstante, olvidó la juez que la ley excluye al delito de violencia intrafamiliar de esa prohibición, es decir, dentro del catálogo de conductas punibles que allí se relacionan no está la citada conducta contra la institución familiar.

Estima entonces que la pena es demasiada alta para un hombre bueno, algo absolutamente desproporcionado, inmerecido. La familia lo reclama porque el núcleo familiar entró en crisis por su ausencia. Él no es un asesino, se trata simplemente de un delito pasional y así debe ser analizado.

En esos términos, pide que el Tribunal reconsidere la sanción, al menos en cuanto a la violencia intrafamiliar para el caso de la niña así no proceda para las lesiones personales dada la prohibición legal en tal sentido.

2.2.- Procesado
Admite que incurrió en un mal comportamiento, pero ya fue subsanado. No ha matado a nadie. No tiene recursos y le ha correspondido suplir todo con mucho esfuerzo. Su madre está enferma y también requiere de su ayuda en este momento; además, sus hijos se encuentran pasando necesidades, no hay forma de cancelar servicios públicos y ya muestran un bajo rendimiento escolar debido a este problema.
2.3.- Fiscal -no recurrente-

Nos encontramos en presencia de una acusación por doble delito, en donde figuran ofendidas madre e hija. El CIA consagra una prohibición para hacer descuentos de pena tratándose de lesiones personales dolosas, entre otras conductas al margen de la ley cometidas en contra menores de edad, pero allí no aparece relacionada la violencia intrafamiliar, en consecuencia, para este comportamiento no existe esa prohibición.
Considera al unísono con la defensa, que la pena no fue debidamente tasada y por lo mismo está de acuerdo en que el Tribunal haga la correspondiente redosificación.

2.4.- Víctima -no recurrente-

La madre de la menor, interviene en el acto público en su doble condición de afectada y representante legal, para exponer que en su casa los niños reclaman la presencia del padre. En verdad no creyó que todo esto llegara a tanto y se lamenta de esta situación. Pide en consecuencia que se le rebaje la condena a sus justas proporciones para que pueda salir pronto en libertad.

3.- consideraciones

3.1.- Competencia

La tiene la Sala en atención a los factores territorial, objetivo y funcional, acorde con lo establecido en el artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer, si hay lugar a la redosificación de la pena en el caso concreto, por una indebida interpretación del artículo 199 del Código de la Infancia y la Adolescencia (CIA) por parte de la juez de conocimiento.

3.3.- Solución a la controversia

Como se destaca en el capítulo correspondiente al debate, la inconformidad de la defensa coadyuvada por la Fiscalía y la víctima, consiste en la imposición excesiva de la pena por desbordamiento de los parámetros de razonabilidad y proporcionalidad que deben acompañar el procedimiento dosimétrico y que la juez a quo desconoció.
Para una mejor comprensión de lo ocurrido, dejaremos en primer término consignado cómo fue el proceder de la primera instancia al momento de ponderar la pena y posteriormente cotejaremos esa actividad con lo que establece la ley.

La sentenciadora partió de la ilicitud de mayor gravedad entre las concursantes, que en nuestro caso lo es la violencia intrafamiliar, a cuyo efecto se dio a la tarea de conformar los cuartos punitivos para fijar el primer cuarto de movilidad que oscila entre 72 y 90 meses de prisión, dentro del cual eligió la sanción inferior, esto es, los 72 meses.

Igual procedimiento adelantó con respecto al punible de lesiones personales, para indicar que la pena mínima que para el caso procedía era de 16 meses de prisión.
A partir de esa enunciación en abstracto, hizo una concreción con respecto a lo que correspondía para cada una de las afectadas, madre e hija, para asegurar que con relación a la primera la pena que correspondía por violencia intrafamiliar era la de los 72 meses anunciados aumentada en 4 meses por las lesiones personales en su contra, lo cual arrojaba un subtotal de 76 meses; monto que sería reducido en un 45% en atención a la temprana aceptación de los cargos, para un total final de 41 meses y 24 días de prisión.

En cuanto a las conductas contra la menor, estimó que la dosificación era diferente por cuanto no había lugar a disminución alguna por concepto de allanamiento a los cargos dada la prohibición expresa contenida en el dispositivo 199 del CIA; en consecuencia, ésta sería la conducta más grave a efectos de hacer la tasación por el concurso, en cuyo caso la pena definitiva que debía imponerse a ARROYAVE DÍAZ era la de 76 meses por la violencia intrafamiliar más 11 meses por las lesiones personales, para un total final de 87 meses de prisión y así lo dejó consignado en la parte resolutiva. En igual término fijó la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos u funciones públicas.
Cotejado ese resultado con lo que la ley establece, encuentra esta Corporación que le asiste razón a ambas partes al oponerse a la graduación de la pena por la primera instancia, porque el artículo 199 del CIA nos dice en lo que resulta pertinente al caso:
“BENEFICIOS Y MECANISMOS SUSTITUTIVOS. Cuando se trate de los delitos de homicidio o lesiones personales bajo modalidad dolosa, delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, o secuestro, cometidos contra niños, niñas y adolescentes, se aplicarán las siguientes reglas:

1… 2…3…4. No procederá el subrogado penal de Suspensión Condicional de la Ejecución de la Pena, contemplado en el artículo 63 del Código Penal. 5. 6…7. No procederán las rebajas de pena con base en los “preacuerdos y negociaciones entre la fiscalía y el imputado o acusado”, previstos en los artículos 348 a 351 de la Ley 906 de 2004, 8. Tampoco procederá ningún otro beneficio o subrogado judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que esta sea efectiva”.

Esa regla que se ha transcrito, entró a regir por vía excepcional y en virtud de la corrección que introdujo el artículo 3º del Decreto 578 de 2007 al artículo 216 del CIA, a partir de su promulgación, dado que textualmente el citado decreto estableció: “El artículo 199 relativo a los beneficios y mecanismos sustitutivos entrará en vigencia a partir de la promulgación de la presente ley”, y sabemos que la Ley 1098 de 2006 (CIA) fue publicada en el Diario Oficial No 46.446 del ocho (08) de noviembre de 2006; es decir, que al momento de la comisión de las conductas punibles atribuidas al hoy sentenciado, la disposición prohibitiva ya se encontraba vigente para todo el territorio nacional. 

Está claro, porque así brota de su texto, que de las dos modalidades delictivas adjudicadas y admitidas por ARROYAVE DÍAZ, sólo la de lesiones personales dolosas está excluida de cualquier beneficio, no así la violencia intrafamiliar que es precisamente la más grave de las dos y que sirvió de basamento para la dosificación por la figura del concurso.

En esos términos, lo que a la Magistratura corresponde es la corrección respectiva y para ello retomaremos el cálculo dosimétrico que efectuó la a quo, en el sentido de elegir, no los 76 meses de prisión que sirvieron de base para la violencia intrafamiliar, sino los iniciales 41 meses y 24 días que contenían el susodicho descuento por aceptación unilateral de los cargos; monto respecto del cual procedemos al incremento de 11 meses por razón de las lesiones personales a efectos de respetar esa graduación establecida en la primera instancia, para un total de 52 meses y 24 días de prisión, que será la pena que en definitiva deberá purgar en forma efectiva el sentenciado, no los 87 meses consignados en el fallo de primera instancia.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA el fallo objeto de recurso en el sentido de imponer como pena privativa de la libertad la de 52 meses 24 días de prisión. En igual término queda reducida la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas. En lo demás, se confirma. 

Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

LEONEL ROGELES MORENO
La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
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